
 

TEMA 4 

PROCEDIMIENTOS FISCALES 

 

4.1.- RECURSO DE REVOCACIÓN: 

El más importante de todos los recursos administrativos. 

Actos impugnables; los actos impugnables a través del recurso de revocación (C.F.F. 

Art. 117) son las resoluciones definitivas que: 

Artículo 116.- Contra los actos administrativos dictados en materia fiscal federal, se 

podrá interponer el recurso de revocación. 

 

Artículo 117.- El recurso de revocación procederá contra: 

I.- Las resoluciones definitivas dictadas por autoridades fiscales federales que: 

a) Determinen contribuciones, accesorios o aprovechamientos. 

b) Nieguen la devolución de cantidades que procedan conforme a la Ley. 

c) Dicten las autoridades aduaneras. 

d) Cualquier resolución de carácter definitivo que cause agravio al particular en 

materia fiscal, salvo aquéllas a que se refieren los artículos 33-A, 36 y 74 de este 

Código. 

 

II.- Los actos de autoridades fiscales federales que: 

a) Exijan el pago de créditos fiscales, cuando se alegue que éstos se han extinguido o 

que su monto real es inferior al exigido, siempre que el cobro en exceso sea imputable 

a la autoridad ejecutora o se refiera a recargos, gastos de ejecución o a la 

indemnización a que se refiere el artículo 21 de este Código. 

b) Se dicten en el procedimiento administrativo de ejecución, cuando se alegue que 

éste no se ha ajustado a la Ley. 



c) Afecten el interés jurídico de terceros, en los casos a que se refiere el artículo 128 de 

este Código. 

d) Determinen el valor de los bienes embargados a que se refiere el artículo 175 de 

este Código. 

Carácter optativo del recurso de revocación: 

El artículo 120 del C.F.F. establece que la interposición del recurso es optativa para el 

interesado antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y el 

artículo 125 reitera que el interesado puede optar por impugnar un acto a través del 

recurso de revocación o promover directamente contra dicho acto, juicio ante el 

referido Tribunal Administrativo.  

Artículo 120.- La interposición del recurso de revocación será optativa para el 

interesado antes de acudir al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Cuando un recurso se interponga ante autoridad fiscal incompetente, ésta lo turnará a 

la que sea competente. 

 

Artículo 125.- El interesado podrá optar por impugnar un acto a través del recurso de 

revocación o promover, directamente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal 

de Justicia Fiscal y Administrativa. Deberá intentar la misma vía elegida si pretende 

impugnar un acto administrativo que sea antecedente o consecuente de otro; en el 

caso de resoluciones dictadas en cumplimiento de las emitidas en recursos 

administrativos, el contribuyente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez, a través 

de la misma vía. 

 

Si la resolución dictada en el recurso de revocación se combate ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la impugnación del acto conexo deberá 

hacerse valer ante la sala regional del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa que conozca del juicio respectivo. 

 

El Recurso de Revocación se deberá interponer ante la autoridad que emitió el acto o 

bien ante la que corresponda al domicilio del contribuyente dentro de los 45 días 



hábiles siguientes, a el que se haya notificado la resolución que contenga el acto 

impugnado. 

 

 

4.2.- RECURSO DE OPOSICION AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN 

 

El recurso de oposición al procedimiento administrativo de ejecución debe hacerse 

valer ante la oficina ejecutora. 

En este recurso no puede discutirse en el mismo la validez del acto administrativo en 

que se haya determinado el crédito fiscal. 

No procede este recurso contra requerimientos para hacer efectivas fianzas otorgadas 

en garantía de obligaciones fiscales a cargo de terceros. 

El procedimiento administrativo de ejecución es un procedimiento oficioso, dirigido e 

impulsado por la Administración Fiscal, lo que puede conducir a que el procedimiento 

se inicie de una manera ilegal o bien que los actos que lo integran adolezcan de 

ilegalidades. Tales violaciones pueden afectar al deudor mismo, lo cual sucede cuando 

el procedimiento se inicia en su contra sin existir un crédito fiscal a su cargo, o sin que 

sea exigible, o por una cuantía mayor a la debida, o cuando en el procedimiento se 

cometen violaciones que afecten sus derechos de administrado.       

Una cuestión importante respecto de este recurso, es que no existe actualmente su 

nombre como tal en el Código Fiscal de la Federación, si no que se encuentra regulado 

como Recurso de Revocación, ya que a través de la fracción II inciso b) del artículo 117 

del Código Fiscal de la Federación lo señala como el medio de impugnación sobre 

violaciones al procedimiento administrativo de ejecución. 

La tramitación de este tipo de recurso será como se fuera hacerse al de revocación, ya 

que el mismo corre la misma suerte, y el agraviado contará con un término de 45 días 

hábiles para interponer este recurso. 

También puede afectar a terceros, cuyos bienes pueden ser objeto de los actos de 

ejecución, sin que tales terceros tengan ninguna responsabilidad o bien por que no se 



les reconocen los derechos o privilegios que les corresponden en relación con tales 

bienes. 

 

 

4.3.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN: 

La actividad administrativa que desarrolla el Estado para hacer efectivos en vía de 

ejecución forzosa los créditos fiscales a su favor, se ha conocido en México 

tradicionalmente como facultad económico coactiva y el C.F.F. la regula con el nombre 

de procedimiento de ejecución. 

Ya el ilustre administrativista mexicano, José Ma. Del Castillo  Velasco, escribía en 1874 

que cuando la autoridad persigue a un deudor de la hacienda pública y exige el pago 

de algo que es debido a el erario, generalmente está armada de la potestad económico 

coactiva que consiste en obligar al deudor a satisfacer su adeudo, llegando el agente 

de la autoridad a apoderarse de bienes del deudor y hacer trance y remate de ellos, sin 

necesidad de intervención de otra autoridad ninguna y menos de la judicial. 

       Ahora bien, el procedimiento administrativo de ejecución, se desarrolla en base a 

lo establecido por los artículos 145, 150 y 151 del Código Fiscal de la Federación. 

Artículo 145. Las autoridades fiscales exigirán el pago de los créditos fiscales que no 

hubieren sido cubiertos o garantizados dentro de los plazos señalados por la Ley, 

mediante procedimiento administrativo de ejecución. 

 

Se podrá practicar embargo precautorio, sobre los bienes o la negociación del 

contribuyente, para asegurar el interés fiscal, cuando el crédito fiscal no sea exigible 

pero haya sido determinado por el contribuyente o por la autoridad en el ejercicio de 

sus facultades de comprobación, cuando a juicio de ésta exista peligro inminente de 

que el obligado realice cualquier maniobra tendiente a evadir su cumplimiento. En este 

caso, la autoridad trabará el embargo. La autoridad que practique el embargo 

precautorio levantará acta circunstanciada en la que precise las razones del embargo. 

 



La autoridad requerirá al obligado para que dentro del término de 10 días desvirtúe el 

monto por el que se realizó el embargo. El embargo quedará sin efecto cuando el 

contribuyente cumpla con el requerimiento. Transcurrido el plazo antes señalado, sin 

que el obligado hubiera desvirtuado el monto del embargo precautorio, éste quedará 

firme. 

 

El embargo precautorio practicado antes de la fecha en que el crédito fiscal sea 

exigible, se convertirá en definitivo al momento de la exigibilidad de dicho crédito 

fiscal y se aplicará el procedimiento administrativo de ejecución. 

 

Si el particular garantiza el interés fiscal en los términos del artículo 141 de este 

Código, se levantará el embargo. Son aplicables al embargo precautorio a que se 

refiere este artículo y al previsto por el artículo 41, fracción II de este Código, las 

disposiciones establecidas para el embargo y para la intervención en el procedimiento 

administrativo de ejecución que, conforme a su naturaleza, le sean aplicables. 

 

Artículo 145-A. Las autoridades fiscales podrán decretar el aseguramiento de los 

bienes o la negociación del contribuyente cuando: 

I. El contribuyente se oponga u obstaculice la iniciación o desarrollo de las facultades 

de 

comprobación de las autoridades fiscales o no se pueda notificar su inicio por haber 

desaparecido o por ignorarse su domicilio. 

 

II. Después de iniciadas las facultades de comprobación, el contribuyente desaparezca 

o exista riesgo inminente de que oculte, enajene o dilapide sus bienes. 

 

III. El contribuyente se niegue a proporcionar la contabilidad que acredite el 

cumplimiento de las disposiciones fiscales, a que se está obligado. 

 

IV. Se realicen visitas a contribuyentes con locales, puestos fijos o semifijos en la vía 

pública y dichos contribuyentes no puedan demostrar que se encuentran inscritos en 



el registro federal de contribuyentes, ni exhibir los comprobantes que amparen la legal 

posesión o propiedad de las mercancías que vendan en esos lugares. Una vez inscrito 

el contribuyente en el citado registro y acreditada la posesión o propiedad de la 

mercancía, se levantará el aseguramiento realizado. 

 

V. Se detecten envases o recipientes que contengan bebidas alcohólicas sin que 

tengan adheridos marbetes o precintos o bien no se acredite la legal posesión de los 

marbetes o precintos, se encuentren alterados o sean falsos. 

En los casos anteriores, la autoridad que practique el aseguramiento deberá levantar 

acta 

circunstanciada en la que precise las razones para hacerlo. El aseguramiento 

precautorio quedará sin efectos si la autoridad no emite, dentro de los plazos a que se 

refieren los artículos 46-A y 48 de este Código en el caso de las fracciones II, III y V y de 

18 meses en el de las fracciones I y IV, contados desde la fecha en que fue practicado, 

resolución en la que determine créditos fiscales. Si dentro de los plazos señalados la 

autoridad determina algún crédito, dejará de surtir efectos el aseguramiento 

precautorio y se proseguirá el procedimiento administrativo de ejecución conforme a 

las disposiciones de este Capítulo, debiendo dejar constancia de la resolución y de la 

notificación de la misma en el expediente de ejecución. 

 

Artículo 151.- Las autoridades fiscales, para hacer efectivo un crédito fiscal exigible y el 

importe de sus accesorios legales, requerirán de pago al deudor y, en caso de que éste 

no pruebe en el acto haberlo efectuado, procederán de inmediato como sigue: 

 

I. A embargar bienes suficientes para, en su caso rematarlos, enajenarlos fuera de 

subasta o adjudicarlos en favor del fisco. 

 

II. A embargar negociaciones con todo lo que de hecho y por derecho les corresponda, 

a fin de obtener, mediante la intervención de ellas, los ingresos necesarios que 

permitan satisfacer el crédito fiscal y los accesorios legales. El embargo de bienes 

raíces, de derechos reales o de negociaciones de cualquier género se inscribirá en el 

registro público que corresponda en atención a la naturaleza de los bienes o derechos 



de que se trate. Cuando los bienes raíces, derechos reales o negociaciones queden 

comprendidos en la jurisdicción de dos o más oficinas del registro público que 

corresponda en todas ellas se inscribirá el embargo. Si la exigibilidad se origina por 

cese de la prórroga, o de la autorización para pagar en parcialidades, por error 

aritmético en las declaraciones o por situaciones previstas en la fracción I del Artículo 

41 de este Código, el deudor podrá efectuar el pago dentro de los seis días hábiles 

siguientes a la fecha en que surta sus efectos la notificación del requerimiento. 

 

Artículo 152.- El ejecutor designado por el jefe de la oficina exactora se constituirá en 

el domicilio del deudor y deberá identificarse ante la persona con quien se practicará 

la diligencia de requerimiento de pago y de embargo de bienes, con intervención de la 

negociación en su caso, cumpliendo las formalidades que se señalan para las 

notificaciones personales en el artículo 137 de este Código. De esta diligencia se 

levantará acta pormenorizada de la que se entregará copia a la persona con quien se 

entienda la misma. El acta deberá llenar los requisitos a que se refiere el artículo 38 de 

este ordenamiento. Si la notificación del crédito fiscal adeudado o del requerimiento, 

en su caso, se hizo por edictos, la diligencia se entenderá con la autoridad municipal o 

local de la circunscripción de los bienes, salvo que en el momento de iniciarse la 

diligencia compareciere el deudor, en cuyo caso se entenderá con él. 

 

En el caso de actos de inspección y vigilancia, se procederá al aseguramiento de los 

bienes cuya importación debió ser manifestada a las autoridades fiscales o autorizada 

por éstas, siempre que quien practique la inspección esté facultado para ello en la 

orden respectiva. 

 

Artículo 153.- Los bienes o negociaciones embargados se podrán dejar bajo la guarda 

del o de los depositarios que se hicieren necesarios. Los jefes de las oficinas ejecutoras, 

bajo su responsabilidad, nombrarán y removerán libremente a los depositarios, 

quienes desempeñarán su cargo conforme a las disposiciones legales. Cuando se 

efectúe la remoción del depositario, éste deberá poner a disposición de la autoridad 

ejecutora los bienes que fueron objeto de la depositaría, pudiendo ésta realizar la 



sustracción de los bienes para depositarlos en almacenes bajo su resguardo o 

entregarlos al nuevo depositario. 

 

En los embargos de bienes raíces o de negociaciones, los depositarios tendrán el 

carácter de administradores o de interventores con cargo a la caja, según el caso, con 

las facultades y obligaciones señaladas en los Artículos 165, 166 y 167 de este Código. 

La responsabilidad de los depositarios cesará con la entrega de los bienes embargados 

a satisfacción de las autoridades fiscales. El depositario será designado por el ejecutor 

cuando no lo hubiere hecho el jefe de la oficina exactora, pudiendo recaer el 

nombramiento en el ejecutado. 

 

Artículo 154.- El embargo podrá ampliarse en cualquier momento del procedimiento 

administrativo de ejecución, cuando la oficina ejecutora estime que los bienes 

embargados son insuficientes para cubrir los créditos fiscales. 

 

 

 

4.4.- PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL (JUICIO DE 

NULIDAD) 

 

Este tipo de Procedimiento de impugnación será llevado a cabo ante el Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y será interpuesto dentro de los 45 días 

hábiles siguientes a aquel en que haya surtido efectos la notificación del acto 

impugnado, por consecuencia, una vez interpuesta la demanda de nulidad, el Tribunal 

ordenará emplazar a la autoridad demandada, para que dentro de un término de 45 

días produzca su contestación, pasado dicho término las partes podrán ampliar su 

demanda, y contarán con un termino de 20 días hábiles para realizarlo cada una de 

ellas, acto seguido, de no haber pruebas por desahogar, el magistrado instructor 

cerrará la instrucción dentro de los 10 días hábiles siguientes, posteriormente se dará 

un término de 5 días hábiles a las partes, para que produzcan sus alegatos por escrito. 

Culminado el término para alegar, con o sin ellos, el magistrado instructor turnará el 

expediente, a efecto de que se emita la sentencia definitiva, para lo cual contará con 



un término de 45 días para realizar el proyecto respectivo, a efecto de que sea 

revisado por los demás magistrados que integran el tribunal, (que serán 3), de no 

existir inconveniente, se emitirá sentencia definitiva dentro de un término que no 

excederá de 60 días hábiles. 

 

ARTÍCULO 13.- La demanda se presentará por escrito directamente ante la sala 

regional competente, dentro de los plazos que a continuación se indican: 

I. De cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el que se dé alguno de los supuestos 

siguientes: 

a) Que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, inclusive 

cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla 

administrativa de carácter general. 

b) Hayan iniciado su vigencia el decreto, acuerdo, acto o resolución administrativa de 

carácter general impugnada cuando sea auto aplicativa. 

 

II. De cuarenta y cinco días siguientes a aquél en el que surta efectos la notificación de 

la resolución de la Sala o Sección que habiendo conocido una queja, decida que la 

misma es improcedente y deba tramitarse como juicio. Para ello deberá prevenir al 

promovente para qué presente demanda en contra de la resolución administrativa que 

tenga carácter definitivo. 

 

III. De cinco años cuando las autoridades demanden la modificación o nulidad de una 

resolución favorable a un particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la 

fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido efectos de tracto 

sucesivo, caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier 

época sin exceder de los cinco años del último efecto, pero los efectos de la sentencia, 

en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular, sólo se 

retrotraerán a los cinco años anteriores a la presentación de la demanda. 

Cuando el demandante tenga su domicilio fuera de la población donde esté la sede de 

la Sala, la demanda podrá enviarse por el Servicio Postal Mexicano, mediante correo 

certificado con acuse de recibo, siempre que el envío se efectúe en el lugar en que 

resida el demandante, pudiendo en este caso señalar como domicilio para recibir 



notificaciones, el ubicado en cualquier parte del territorio nacional, salvo cuando tenga 

su domicilio dentro de la jurisdicción de la Sala Competente, en cuyo caso, el señalado 

para tal efecto, deberá estar ubicado dentro de la circunscripción territorial de la Sala. 

Cuando el interesado fallezca durante el plazo para iniciar juicio, el plazo se 

suspenderá hasta un año, si antes no se ha aceptado el cargo de representante de la 

sucesión. También se suspenderá el plazo para interponer la demanda si el particular 

solicita a las autoridades fiscales iniciar el procedimiento de resolución de 

controversias contenido en un tratado para evitar la doble tributación, incluyendo en 

su caso, el procedimiento arbitral. En estos casos cesará la suspensión cuando se 

notifique la resolución que da por terminado dicho procedimiento, inclusive en el caso 

de que se dé por terminado a petición del interesado. 

En los casos de incapacidad o declaración de ausencia, decretadas por autoridad 

judicial, el plazo para interponer el juicio contencioso administrativo federal se 

suspenderá hasta por un año. La suspensión cesará tan pronto como se acredite que se 

ha aceptado el cargo de tutor del incapaz o representante legal del ausente, siendo en 

perjuicio del particular si durante el plazo antes mencionado no se provee sobre su 

representación. 

 

ARTÍCULO 14.- La demanda deberá indicar: 

I. El nombre del demandante y su domicilio para recibir notificaciones en cualquier 

parte del territorio nacional, salvo cuando tenga su domicilio dentro de la jurisdicción 

de la Sala Regional competente, en cuyo caso, el domicilio señalado para tal efecto 

deberá estar ubicado dentro de la circunscripción territorial de la Sala competente. 

 

II. La resolución que se impugna. En el caso de que se controvierta un decreto, 

acuerdo, acto o resolución de carácter general, precisará la fecha de su publicación. 

 

III. La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domicilio del particular 

demandado cuando el juicio sea promovido por la autoridad administrativa. 

 

IV. Los hechos que den motivo a la demanda. 

 



V. Las pruebas que ofrezca. En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se 

precisarán los hechos sobre los que deban versar y señalarán los nombres y domicilios 

del perito o de los testigos. En caso de que ofrezca pruebas documentales, podrá 

ofrecer también el expediente administrativo en que se haya dictado la resolución 

impugnada. 

Se entiende por expediente administrativo el que contenga toda la información 

relacionada con el procedimiento que dio lugar a la resolución impugnada; dicha 

documentación será la que corresponda al inicio del procedimiento, los actos 

administrativos posteriores y a la resolución impugnada. La remisión del expediente 

administrativo no incluirá las documentales privadas del actor, salvo que las 

especifique como ofrecidas. El expediente administrativo será remitido en un solo 

ejemplar por la autoridad, el cuál estará en la Sala correspondiente a disposición de las 

partes que pretendan consultarlo. 

 

VI. Los conceptos de impugnación. 

 

VII. El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya. 

VIII. Lo que se pida, señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, las 

cantidades o actos cuyo cumplimiento se demanda. En cada escrito de demanda sólo 

podrá aparecer un demandante, salvo en los casos que se trate de la impugnación de 

resoluciones conexas, o que se afecte los intereses jurídicos de dos o más personas, 

mismas que podrán promover el juicio contra dichas resoluciones en un solo escrito. El 

escrito de demanda en que promuevan dos o más personas en contravención de lo 

dispuesto en el párrafo anterior, el Magistrado Instructor requerirá a los promoventes 

para que en el plazo de cinco días presenten cada uno de ellos su demanda 

correspondiente, apercibidos que de no hacerlo se desechará la demanda inicial. 

Cuando se omita el nombre del demandante o los datos precisados en las fracciones II 

y VI, el Magistrado Instructor desechará por improcedente la demanda interpuesta. Si 

se omiten los datos previstos en las fracciones III, IV, V, VII y VIII, el Magistrado 

Instructor requerirá al promovente para que los señale dentro del término de cinco 

días, apercibiéndolo que de no hacerlo en tiempo se tendrá por no presentada la 

demanda o por no ofrecidas las pruebas, según corresponda. En el supuesto de que no 



se señale domicilio del demandante para recibir notificaciones conforme a lo dispuesto 

en la fracción I de este artículo o se desconozca el domicilio del tercero, las 

notificaciones relativas se efectuarán por lista autorizada, que se fijará en sitio visible 

de la propia Sala.  

 

   ARTÍCULO 17.- Se podrá ampliar la demanda, dentro de los veinte días siguientes a 

aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en 

los casos siguientes…………….. 

 

   ARTÍCULO 19.- Admitida la demanda se correrá traslado de ella al demandado, 

emplazándolo para que la conteste dentro de los cuarenta y cinco días siguientes a 

aquél en que surta efectos el emplazamiento. El plazo para contestar la ampliación de 

la demanda será de veinte días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación 

del acuerdo que admita la ampliación. Si no se produce la contestación a tiempo o ésta 

no se refiere a todos los hechos, se tendrán como ciertos los que el actor impute de 

manera precisa al demandado, salvo que por las pruebas rendidas o por hechos 

notorios resulten desvirtuados. 

Cuando alguna autoridad que deba ser parte en el juicio no fuese señalada por el actor 

como demandada, de oficio se le correrá traslado de la demanda para que la conteste 

en el plazo a que se refiere el párrafo anterior. 

Cuando los demandados fueren varios el término para contestar les correrá 

individualmente.  

 

ARTÍCULO 40.- En los juicios que se tramiten ante este Tribunal, el actor que pretende 

se reconozca o se haga efectivo un derecho subjetivo, deberá probar los hechos de los 

que deriva su derecho y la violación del mismo, cuando ésta consista en hechos 

positivos y el demandado de sus excepciones. 

En los juicios que se tramiten ante el Tribunal, serán admisibles toda clase de pruebas, 

excepto la de confesión de las autoridades mediante absolución de posiciones y la 

petición de informes, salvo que los informes se limiten a hechos que consten en 

documentos que obren en poder de las autoridades. Las pruebas supervenientes 

podrán presentarse siempre que no se haya dictado sentencia. En este caso, se 



ordenará dar vista a la contraparte para que en el plazo de cinco días exprese lo que a 

su derecho convenga. 

 

ARTÍCULO 41.- El Magistrado Instructor, hasta antes de que se cierre la instrucción, 

para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, podrá acordar la exhibición 

de cualquier documento que tenga relación con los mismos, ordenar la práctica de 

cualquier diligencia o proveer la preparación y desahogo de la prueba pericial cuando 

se planteen cuestiones de carácter técnico y no hubiere sido ofrecida por las partes. El 

magistrado ponente podrá proponer al Pleno o a la Sección, se reabra la instrucción 

para los efectos señalados anteriormente. 

 

 ARTÍCULO 47.- El Magistrado Instructor, diez días después de que haya concluido la 

sustanciación del juicio y no existiere ninguna cuestión pendiente que impida su 

resolución, notificará por lista a las partes que tienen un término de cinco días para 

formular alegatos por escrito. Los alegatos presentados en tiempo deberán ser 

considerados al dictar sentencia. Al vencer el plazo de cinco días a que se refiere el 

párrafo anterior, con alegatos o sin ellos, se emitirá el acuerdo correspondiente en el 

que se declare cerrada la instrucción.    

 

ARTÍCULO 49.- La sentencia se pronunciará por unanimidad o mayoría de votos de los 

magistrados integrantes de la Sala, dentro de los sesenta días siguientes a aquél en 

que se dicte el acuerdo de cierre de instrucción en el juicio. Para este efecto el 

Magistrado Instructor formulará el proyecto respectivo dentro de los cuarenta y cinco 

días siguientes a aquél en que se dictó dicho acuerdo. Para dictar resolución en los 

casos de sobreseimiento por alguna de las causas previstas en el artículo 9o. de esta 

Ley, no será necesario que se hubiese cerrado la instrucción.  

El plazo para que el magistrado ponente del Pleno o de la Sección formule su proyecto, 

empezará a correr a partir de que tenga en su poder el expediente integrado. 

Cuando la mayoría de los magistrados estén de acuerdo con el proyecto, el magistrado 

disidente podrá limitarse a expresar que vota total o parcialmente en contra del 



proyecto o formular voto particular razonado, el que deberá presentar en un plazo que 

no exceda de diez días. 

Si el proyecto no fue aceptado por los otros magistrados del Pleno, Sección o Sala, el 

magistrado ponente o instructor engrosará el fallo con los argumentos de la mayoría y 

el proyecto podrá quedar como voto particular. 

 

ARTÍCULO 52.- La sentencia definitiva podrá: 

I. Reconocer la validez de la resolución impugnada. 

 

II. Declarar la nulidad de la resolución impugnada. 

 

III. Declarar la nulidad de la resolución impugnada para determinados efectos, 

debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplirla, 

debiendo reponer el procedimiento, en su caso, desde el momento en que se cometió 

la violación. 

 

IV. Siempre que se esté en alguno de los supuestos previstos en las fracciones II y III, 

del artículo 51 de esta Ley, el Tribunal declarará la nulidad para el efecto de que se 

reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en los demás casos, cuando 

corresponda a la pretensión deducida, también podrá indicar los términos conforme a 

los cuales deberá dictar su resolución la autoridad administrativa. En los casos en que 

la sentencia implique una modificación a la cuantía de la resolución administrativa 

impugnada, la Sala Regional competente deberá precisar, el monto, el alcance y los 

términos de la misma para su cumplimiento. 

Tratándose de sanciones, cuando dicho Tribunal aprecie que la sanción es excesiva 

porque no se motivó adecuadamente o no se dieron los hechos agravantes de la 

sanción, deberá reducir el importe de la sanción apreciando libremente las 

circunstancias que dieron lugar a la misma. 

V. Declarar la nulidad de la resolución impugnada y además: 

a) Reconocer al actor la existencia de un derecho subjetivo y condenar al cumplimiento 

de la obligación correlativa. 

b) Otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos afectados. 



c) Declarar la nulidad del acto o resolución administrativa, caso en que cesarán los 

efectos de los actos de ejecución que afectan al demandante, inclusive el primer acto 

de aplicación que hubiese impugnado. La declaración de nulidad no tendrá otros 

efectos para el demandante, salvo lo previsto por las leyes de la materia de que se 

trate. Si la sentencia obliga a la autoridad a realizar un determinado acto o iniciar un 

procedimiento, conforme a lo dispuesto en las fracciones III y IV, deberá cumplirse en 

un plazo de cuatro meses contados a partir de que la sentencia quede firme. 

Dentro del mismo término deberá emitir la resolución definitiva, aún cuando, 

tratándose de asuntos fiscales, hayan transcurrido los plazos señalados en los artículos 

46-A y 67 del Código Fiscal de la Federación. 

Si el cumplimiento de la sentencia entraña el ejercicio o el goce de un derecho por 

parte del demandante, transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior sin que la 

autoridad hubiere cumplido con la sentencia, el beneficiario del fallo tendrá derecho a 

una indemnización que la Sala que haya conocido del asunto determinará, atendiendo 

el tiempo transcurrido hasta el total cumplimiento del fallo y los perjuicios que la 

omisión hubiere ocasionado, sin menoscabo de lo establecido en el artículo 58 de esta 

Ley. El ejercicio de dicho derecho se tramitará vía incidental. Cuando para el 

cumplimiento de la sentencia, sea necesario solicitar información o realizar algún acto 

de la autoridad administrativa en el extranjero, se suspenderá el plazo a que se refiere 

el párrafo anterior, 

entre el momento en que se pida la información o en que se solicite realizar el acto 

correspondiente y la fecha en que se proporcione dicha información o se realice el 

acto. 

Transcurrido el plazo establecido en este precepto, sin que se haya dictado la 

resolución definitiva, precluirá el derecho de la autoridad para emitirla salvo en los 

casos en que el particular, con motivo de la sentencia, tenga derecho a una resolución 

definitiva que le confiera una prestación, le reconozca un derecho o le abra la 

posibilidad de obtenerlo. 

En el caso de que se interponga recurso, se suspenderá el efecto de la sentencia hasta 

que se dicte la resolución que ponga fin a la controversia. La sentencia se pronunciará 

sobre la indemnización o pago de costas, solicitados por las partes, cuando se adecue a 

los supuestos del artículo 6o. de esta Ley. 


